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Aprobado por Acta No.387
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por el señor  Rubén Darío Ángel Pinilla contra del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio.
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. Informó el señor Rubén Darío Ángel Pinilla que el 25 de febrero de 2015 presentó un derecho de petición ante el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, mediante el cual solicitó el traslado del subsidio “carta cheque” a su favor desde el año 2011, según Resolución No.813, para compra de vivienda en el municipio de Pereira o que fuera incluido en proyecto de vivienda gratis del Gobierno Nacional.

2.2.  Pretensión del accionante: ordenar al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio el traslado de su subsidio o ser incluido en el programa de vivienda gratis, según los términos del Auto 160 de 2015 de la Corte Constitucional.

2.3.  Ajuntó copia de la petición dirigida al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio con fecha del 25 de febrero de 2015  (folios 2 y 3).

2.4. Mediante auto del 21 de abril de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción, en se ordenó correr traslado de la demanda y se vinculó a la UARIV y FONVIVIENDA (folio 6).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. MINISTERIO DE VIVIENDA, CIUDAD Y TERRORIO 
La apoderada de ese Ministerio indicó que los hechos expuestos por el accionante son de competencia de FONVIVIENDA por ser la entidad cargada de todo lo relacionado con los subsidios familiares de vivienda, así como de coordinar, asignar y/o rechazar los subsidios de vivienda de interés social.

Se opuso a todas y cada una de las peticiones elevadas por el actor en atención a que mediante el oficio No.2015EE0019576 emitido por la Coordinadora del Grupo de Atención al Usuario y Archivo, se envió respuesta al accionante a la Mz 8 casa 1 del barrio el Dorado de Pereira, a través de la empresa 472 con el número de guía RN329393338CO el 11/03/2015, entregada en esa dirección que fue la aportada por el peticionario en su escrito y con la cual se respondió de fondo lo solicitado por el mismo.

Informó que revisada la consulta de información histórica de la cédula, se encontró que el hogar del accionante fue beneficiario de la asignación de un subsidio familiar de vivienda por parte de FONVIVIENDA, en la modalidad de “vivienda  nueva”, dentro de la convocatoria “Bolsa Esfuerzo Territorial Res. 753”.  La postulación la realizó ante la Caja de Compensación COMFENALCO Quindío, subsidio asignado mediante la Resolución No.813 del 18 de octubre de 2011 por un valor  de $10.815.000. Al respecto, precisó que el accionante no hizo efectivo el subsidio que le fue asignado dentro del término de su vigencia y en los módulos de consultas de pago aparece la cuenta a su nombre, sin realizar el movimiento a la cuenta del oferente del proyecto, por lo que el subsidio venció y quedó inicialmente en el estado “APTO CON SUBSIDIO VENCIDO”.
Aclaró que el subsidio fue otorgado el 18/oct/2011 y estuvo vigente hasta el 30/ene/2015, es decir por casi 4 años.  Lo que significa que el accionante tuvo tiempo suficiente para hacer efectivo el auxilio y no lo movilizó, y  se le amplió la vigencia en varias oportunidades para que solicitara el pago, por lo que no tiene excusa alguna para no haberlo hecho. De tal manera, que estos dineros se deben restituir por orden legal al Tesoro Nacional, pues de no hacerlo, se estaría ante una responsabilidad fiscal.

Por lo anterior, el actor debe postularse en una nueva convocatoria que abra FONVIVIENDA, por ser la entidad que tiene las funciones legales para otorgar subsidios para vivienda, pero hizo énfasis que a la fecha no existe posibilidad presupuestal ni administrativa para que el accionante tenga  dicho subsidio por cuanto los recursos ya no se encuentran a disposición de FONVIVIENDA, tal como se explicó anteriormente, por omisión propia del actor al dejarlo vencer, lo cual él sabía que podía ocurrir y aun así aceptó las condiciones de postulación.
Se refirió a cada una de las funciones tanto de FONVIVIENDA como del Ministerio de Vivienda para concluir que al accionante no se le han vulnerado derechos fundamentales.  Además, consideró que en este caso se configura la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva por no ser ese Ministerio el competente para conocer de las peticiones del accionante, por lo que solicitó que se deniegue la presente demanda de amparo.  (Folios 14-20)
Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) poder de representación, ii) verificación de haberse respondido el derecho de petición al accionante; iii) seguimiento a la guía de mensajería RN32939338CO junto con la comprobación de haber recibido la correspondencia “Alejandra Ángel”; iv) copia del oficio No.2015EE0019576 dirigido al accionante; v) “pantallazo” de la página web de consulta por postulantes del Ministerio de Vivienda; vi) acta de posesión y vii) Resoluciones Nos.232 del 15 abril de 2016 y No.0054 del 4 noviembre de 2011 (folios 21-30).
3.2. FONDO NACIONAL DE VIVIENDA –FONVIVIENDA

Su apoderado especial informó que el grupo familiar del señor Ángel Pinilla fue beneficiario con la asignación de un subsidio de vivienda por parte de ese Fondo en la modalidad de adquisición de vivienda nueva, dentro de la Convocatoria Concurso Esfuerzo Territorial Nacional que realizó COMFENALCO Quindío, mediante la Resolución No.813 de 2011 por un valor de $10.815.000 para ser aplicados en el proyecto “Ciudadela el Sueño tercera etapa” de la ciudad de Pereira.  Sin embargo, el accionante no hizo uso del subsidio el cual se encuentra en estado “APTO CON SUBSIDIO VENCIDO”, el que se venció el 30 de enero de 2015, toda vez que el dinero fue restituido al Tesoro Nacional, al haberse renovado varias veces sin que dentro del término de vigencia el hogar beneficiario hubiese tramitado por su parte el cobro del subsidio y movilización del mismo, tal como se indicaba en el respaldo de la carta de asignación que le fue entregada al actor en el año 2011, donde se encontraban las instrucciones para hacer efectivo el pago del auxilio mencionado.  De tal manera, que no existe posibilidad alguna de que el actor tenga acceso a dicho subsidio por haber sido devuelto al Tesoro Nacional.

Por lo anterior, solicitó denegar las pretensiones del accionante, toda vez que no se le han vulnerado derechos fundamentales.  (Folios  30-34)

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1.  Esta Sala es competente para conocer de esta acción de tutela conforme a lo dispuesto en el artículo 1º, numeral 2º del Decreto 1382 de 2000.

4.2. PROBLEMA JURÍDICO 

Corresponde a esta Sala establecer si la entidad accionada y demandadas  han vulnerado al actor derecho fundamental alguno, de manera que proceda el amparo reclamado.

4.3 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un  particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su  protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.4 Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u  ofensa  concreta frente a  una persona determinada. 

La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales.

4.5 Sobre el derecho de petición

4.5.1 El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.5.2. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte de la accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición. Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

A tales reglas se agregaron dos más en la sentencia T-1006 de 2001:

“j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de responder;

k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”

4.5.3. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:
“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”

4.6. ANÁLISIS DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1.  De las pruebas arrimadas con la demanda de tutela, se observa que el señor Ángel Pinilla dirigió el 25 de febrero de 2015 un derecho de petición al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio en el que solicitó lo siguiente (folio 3): 

“De la manera más comedida y respetuosa, el traslado de subsidio de vivienda nueva o usada en el municipio de Pereira-Risaralda, o incluirme en el proyecto de las 100.000 viviendas del Gobierno, del Dr. JUAN MANUEL SANTOS.

Me encuentro con mi grupo familiar de siete (7) personas en el Registro Único de Víctimas, Ley 1448”

En dicho escrito el accionante aportó como dirección de notificación “Barrio El dorado I, Manzana 8, Casa 1, cel: 313 4466995” (folio 3).
4.6.2. Al respecto, se observa que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio expidió el  oficio No.2015EE0019576 mediante el cual le responde al accionante que: “el Subsidio Familiar de Vivienda que le fue asigna mediante Resolución No.813 de fecha 18/OCT/2011; se encuentra en estado vencido, razón por la cual su hogar puede presentar nuevamente postulación en las convocatorias que tengan apertura por parte del Fondo Nacional de Vivienda.

De acuerdo con lo anterior, le sugerimos dirigirse a la Caja de Compensación Familiar COMFENALCO-QUINDIO, quien le brindará cualquier información adicional que requiera, de conformidad con el Contrato de Encargo de Gestión celebrado entre CAVIS UT y FONVIVIENDA” (folio 25).  Esta comunicación fue enviada al señor Rubén Darío Ángel a la dirección “MANZANA 8 CASA 1 B/EL DORADO” a través de la empresa de mensajería 472, según la guía No.RN329393338CO, la que fue recibida por “Alejandra Ángel” (folio 23), el 12/03/2015 según el reporte de planilla (folio 23, vuelto).

4.6.3. De conformidad con la norma y la doctrina constitucional que hacen relación al derecho fundamental del derecho de petición, se reitera que dicha prerrogativa demanda una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario, debe ser escrita y en todo caso cumplirá
 con estos requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”.  Por ende, se vulnera este derecho cuando (i) la entidad deja de emitir una respuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a “pronta resolución”, (ii) la supuesta respuesta se limita a evadir la petición, o carece de claridad, precisión y congruencia, (iii) o no se comunique la respuesta al interesado.  Es decir que el derecho de petición consagra que la respuesta de la autoridad debe incluir un análisis profundo y detallado de los supuestos fácticos y normativos que rigen el tema, así, se requiere “una contestación plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a sus intereses” 
.   

4.6.4. Significa lo anterior, que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio ya dio respuesta de fondo a la solicitud del señor Ángel Pinilla en lo que tiene que ver al traslado del subsidio de vivienda familiar asignado mediante la Resolución No.813 de 2011. Así las cosas, esta instancia en sede de tutela no está llamada a emitir un pronunciamiento ante la carencia actual de objeto, y por ende, no encuentra orden alguna que deba proferir en aras de proteger el derecho fundamental de petición  invocado por el accionante, lo que encuentra su fundamento en lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza: 

“Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes….”

Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-358 de 2014 reiteró lo siguiente:  

“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 
 
(…)  El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío[4]. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.

 

2.3.3.  Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. 

 
Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.   El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. ”[7]. 
4.6.5. Ahora bien, con relación a la pretensión del señor Ángel Pinilla expuesta en el escrito de demanda de tutela y que hace alusión a que se ordene al Ministerio de Vivienda que lo incluya en el programa de vivienda gratis en “esta entidad territorial” (sic) (folio 1), este Tribunal pese a la condición de desplazado del accionante, no entiende cómo el señor Ángel Pinilla no sólo dejó vencer el subsidio familiar por valor de $10.815.000, asignado por FONVIVIENDA mediante la Resolución No.813 del 18 de octubre 2011 para adquirir una vivienda nueva, el que según las respuestas emitidas por las entidades demandadas estuvo vigente hasta el 30 de enero de 2015, sino que acude al juez constitucional para reclamar su derecho a una vivienda digna luego de cuatro años de haber sido otorgado el beneficio aludido y sin haber acreditado que el no cobro del auxilio se debió a una falta de diligencia y eficacia de las entidades accionadas frente a las circunstancias antes descritas, por lo que se concluye que el actor no interpuso la demanda de tutela en tiempo oportuno, ni justificó los motivos de su demora para acceder a la protección constitucional que hoy reclama, lo que resulta en oposición al principio de inmediatez, lo que permite inferir que la afectación de los derechos fundamentales invocados no demandan la intervención urgente y expedita del juez constitucional.   Al respecto, la sentencia T-743 de 2008 precisó lo siguiente:

 “La Corte Constitucional ha establecido algunos de los  factores que deben ser tenidos en cuenta para determinar la razonabilidad del lapso: (i) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; (ii) si la inactividad justificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; (iii) si existe un nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los derechos fundamentales del interesado;[4] (iv) si el fundamento de la acción de tutela surgió después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición.[5]    

Además de lo anterior, la jurisprudencia también ha destacado que puede resultar admisible que transcurra un extenso espacio de tiempo entre el hecho que generó la vulneración y la presentación de la acción de tutela bajo dos circunstancias claramente identificables[6]: la primera de ellas, cuando se demuestra que la afectación es permanente en el tiempo[7] y, en segundo lugar, cuando se pueda establecer que “… la especial situación de aquella persona a quien se le han vulnerado sus derechos fundamentales, convierte en desproporcionado el hecho de adjudicarle la carga de acudir a un juez; por ejemplo el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros”.[8]
 

Así, en conclusión, es evidente que la naturaleza de algunos derechos fundamentales conlleva a que su goce efectivo implique el acaecimiento de varios actos sucesivos y/o complementarios. Esto obliga, en paralelo, a que el análisis de procedibilidad de la acción de tutela deba ir atado al reconocimiento de cada una de esas etapas. En estos términos, el límite incontestable para interponer la solicitud de protección no es el transcurso de un periodo de tiempo determinado, sino el acaecimiento del fenómeno de la carencia actual de objeto[9]. La sentencia T-883 de 2009 advirtió que para que el amparo sea procedente, no obstante haber transcurrido un tiempo prolongado desde la ocurrencia del acto lesivo, se requiere que la afectación de derechos fundamentales que se pretende remediar sea actual[10].”  (Subrayas nuestras)
 
Los razonamientos hechos en precedencia llevan  a esta Sala a concluir que el amparo constitucional demandado es improcedente para garantizar el derecho fundamental a una vivienda digna al señor Ángel Pinilla.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado dentro de la acción de tutela presentada el señor Rubén Darío Ángel Pinilla, toda vez que el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio respondió de fondo el derecho de petición elevado por el señor Ángel Pinilla el 25 de febrero de 2015.  
SEGUNDO: DECLARAR IMPROCEDENTE el amparo constitucional reclamado por el señor Rubén Darío Ángel Pinilla en cuanto al derecho fundamental a una vivienda digna, de conformidad con los argumentos esgrimidos.

TERCERO: notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-146 del 06-08-2012; MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� T- 249 de 2001 “…pues no puede tenerse como real contestación la que sólo es conocida por la persona o entidad de quien se solicita la información”. T-912 de 2003 en la que se dice:” según lo tiene establecido la Corte, una respuesta dirigida al juez de tutela no constituye una respuesta clara y oportuna notificada al interesado”.
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